En la ciudad de General San Martín, a los _17_ días del mes de noviembre de 2010 se reúnen en acuerdo ordinario los jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, Ana María Bezzi, Jorge Augusto Saulquin y Hugo Jorge Echarri, para dictar sentencia en la causa Nº 2184/10 caratulada “Del Campo Benegas Amancio Alfredo Crisólogo c/ Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Pcia. de Bs. As.  s/ Proceso Sumario de Ilegitimidad”. Fue establecido el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Bezzi – Saulquin - Echarri. 

A N T E C E D E N T E S

I.- A fs. 144/149vta. el Titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 de San Isidro dictó sentencia: “I.- Haciendo lugar a la demanda interpuesta por el Escribano Amancio Alfredo Crisologo del Campo contra la Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Provincia de Buenos Aires y el Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, anulándose las resoluciones impugnadas y condenándose a las demandadas a hacer efectivo el beneficio de jubilación ordinaria, con retroactividad al día 3 de enero de 2007. II.- Declarando abstracto el planteo de inconstitucionalidad efectuado por el actor. III.- Costas por su orden (art. 51 CCA) postergando la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes hasta la oportunidad de quedar firme la presente.”

Para así decidir, indicó que surgía de la demanda que el Escribano Amancio Alfredo Crisologo del Campo promovió acción sumaria de ilegitimidad contra la Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Provincia de Buenos Aires y el Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, planteando la nulidad de la resolución nº 375/08 y solicitando que se le conceda el beneficio de la jubilación ordinaria. 

Expuso que en 1962 firmó su primera escritura como Escribano adscripto del Registro Notarial nº 335 de la ciudad de La Plata; que fue designado en 1973 titular del Registro Notarial nº 68 del Partido de Morón y en 1984 titular del Registro Notarial Nº 15 de San Isidro; que en el año 1995 se llevó a cabo una inspección –al renunciar al cargo de escribano adscripto su consuegro Carlos Colombres Casado- en la que se constató la falta de pago del impuesto de sellos y aportes notariales desde el año 1992, descubriendo que ello se debió por una omisión de su hijo; que el Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires suspendió su matricula, circunstancia que le imposibilitó realizar su actividad como escribano público y ejercer el comercio; que con fecha 4 de marzo de 1996 presentó el descargo ante el Juzgado Notarial de la Provincia de Buenos Aires y por resolución de fecha 20 de noviembre de 2006, la Jueza Dra. Jorgelina M. Simino de Sartori dispuso su destitución con relación al cargo de titular del Registro de Escrituras Públicas nº 15 del Partido de San Isidro.

El actor, sostuvo que se encuentra en condiciones de jubilarse desde el año 1992, al haber transcurrido a esa fecha treinta (30) años ininterrumpidos en el ejercicio de la profesión de Escribano público, cumpliendo también con los requisitos de edad y cantidad de años de aporte. Contó que solicitó la jubilación ordinaria, y que el Comité Ejecutivo del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires dictó la resolución nº 3036/07 mediante la cual denegó la efectivización del beneficio de jubilación ordinaria hasta tanto cancele la deuda. Interpuesto un recurso de reconsideración, el mismo fue rechazado por resolución nº 375/08 del 20/6/08. Es en consecuencia que el actor inició esta demanda, planteando que la demandada le impone una condición para otorgarle el beneficio jubilatorio no previsto en la ley, el cual consiste en abonar en forma previa la deuda por aportes. Desconoció cual es el período que se adeuda y el monto por intereses, pues en la liquidación obrante a fs. 54 del expediente administrativo nº 95-250/2007 sólo se indica una suma global.

Asimismo, amplió demanda planteando la inconstitucionalidad de la ley 13.918, en cuanto modifica el art. 35 de la Ley 6983, disponiendo que la jubilación ordinaria se concederá siempre y cuando no registren deudas exigibles con la Caja a la fecha de otorgamiento del beneficio jubilatorio. Ello, sosteniendo que la norma resulta inaplicable por el principio de irretroactividad de las leyes consagrado en el art. 3 del Código Civil; que la modificación no puede conculcar el derecho adquirido a obtener y percibir la jubilación ordinaria prevista en la Ley 6983; que al momento de iniciar el expediente jubilatorio nº 95-250/2007, cumplía todos los requisitos establecidos; que en virtud de interponer la acción sumaria de ilegitimidad con fecha 17/10/2008, existe una situación procesal consolidada al amparo de la Ley 6983 –texto según Ley 12.172-; que la ley 13.918 viola la garantía consagrada en el art. 14 bis de la Constitución Nacional y que vulnera el principio de razonabilidad.

El juez a quo relató que la Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Provincia de Buenos Aires se opuso a la procedencia del trámite sumario, pero que el planteo fue desestimado –señalando el a quo que el cuestionamiento de la liquidación no resultaba una de las pretensiones objeto de la presente causa-, reanudándose el plazo para contestar demanda.

Expresó que los accionados no contestaron la demanda en tiempo oportuno.

Relató que del expediente administrativo nº 95-250/2007 surgía que el 3/1/07 el actor presentó la solicitud de jubilación; que de acuerdo a la planilla de cómputo de servicios de fs. 33 tiene 33 años, 4 meses y 10 días de servicios notariales con aportes; que a fs. 53, el Jefe de Control de Aportes informó una deuda por Inspección de Aportes Notariales de $ 420.147,16 y que el reclamo judicial tramita por ante el Juzgado Civil y Comercial nº 7 del Departamento Judicial de La Plata; que mediante resolución nº 3036/07 el Comité Ejecutivo del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires resolvió denegar la solicitud de efectivización del beneficio de jubilación hasta tanto se registre la cancelación de las deudas “…en concepto de Inspección de Aportes Notariales, como asimismo por gastos judiciales y honorarios de los profesionales intervinientes…”; que ante el recurso de reconsideración interpuesto el Consejo Directivo del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, mediante la resolución nº 375/08, resolvió confirmar lo dispuesto en la resolución nº 3036/07.

Tras mencionar que la Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Provincia de Buenos Aires y el actor presentaron sus alegatos, consideró –en lo sustancial- lo siguiente:

a) Que corresponde analizar la legitimidad de las resoluciones administrativas cuestionadas.

Entendió que el caso se centra en determinar si las resoluciones por medio de las cuales, los aquí demandados, deniegan la efectivización del beneficio jubilatorio hasta tanto se cancelen las deudas mantenidas por aportes notariales, son legítimas.

b) Que la reforma introducida por la ley 13.918 resulta inaplicable. Explicó que la Ley 13.918 reformó el artículo 35 de la ley 6983, incorporando como requisito para la jubilación ordinaria no registrar deudas exigibles con la caja a la fecha del otorgamiento del beneficio. 

Transcribió el art. 3 del C. Civil y un sumario de la SCBA (doctr. causas B. 53.071, "Pucheu" y B. 53.082, "Machella", ambas publicadas en "Acuerdos y Sentencias", 1992I270), y concluyó en que habiendo el actor presentado la solicitud del beneficio jubilatorio con fecha 3/1/07, la reforma introducida por la ley 13.918 resulta inaplicable, por lo que el pedido de declaración de inconstitucionalidad era abstracto.

c) Que el actor cumple los requisitos para obtener la jubilación ordinaria.

Expuso que los requisitos establecidos por ley para acceder al beneficio jubilatorio son: 1) haber prestado treinta años de servicios, 2) tener sesenta y cinco años de edad y 3) haber efectuado aportes por el plazo mínimo de 30 años (conf. art. 35 y 36 de la ley 6983 –texto según ley 12.172).

Encontró que el actor cumple los requisitos mencionados, conforme surge de la planilla de cómputo de servicios que obra a fs. 33 del expediente administrativo, mediante la cual se informa que el Escribano Amancio Alfredo Crisologo del Campo tiene 33 años, 4 meses y 10 días de servicios notariales con aportes. Dijo, a mayor abundamiento, que de las constancias del expediente administrativo se desprende que el reclamante accedería a diversas bonificaciones por exceder, por un lado, la cantidad de años de aportes y por el otro, los aportes mínimos en varios períodos.

d) Que la cuestión a dilucidar era determinar si la referida deuda por aportes era un obstáculo para que el actor goce del beneficio de la jubilación ordinaria.

Explicó que la Caja de escribanos mediante la resolución nº 127/98 supeditó el goce del beneficio jubilatorio a no tener deudas por aportes con la caja, y mediante la resolución nº 207/03 fijó una serie de recaudos para efectivizar la jubilación, sin necesidad de cancelar previamente la deuda.

Indicó que, en el caso, el actor rechaza la aplicación de la resolución 207/03 manifestando que no tiene ninguna posibilidad de garantizar con hipoteca la deuda. 

Señaló que del informe efectuado por el Jefe de Control de Aportes en el expediente administrativo, surge una deuda por Inspección de Aportes Notariales de $ 420.147,16 y que el reclamo judicial tramita por ante el Juzgado Civil y Comercial nº 7 del Departamento Judicial de La Plata.

Expresó que la Corte Nacional destacó que en el ámbito de la previsión social, la exigencia del aporte se justifica por elementales principios de solidaridad, que requieren la necesaria contribución para el mantenimiento de la estabilidad económico financiera de las respectivas instituciones sociales (Giorgi de Bottinelli, Cora, sent. del 30X1990, en “La Ley”, del 11VI1991; en igual sentido “Fallos”, 292:447).

Sin embargo, descartó que en el caso sea tema de debate la liquidación de deuda por aportes efectuada por la demandada y resaltó que -sin perjuicio de dicha deuda- los requisitos establecidos por ley se encuentran ampliamente cumplidos.

e) Que de la lectura de la normativa aplicable no puede extraerse la conclusión de que la deuda por aportes hace caducar los beneficios establecidos en la ley, ni suspende su goce. 

Recordó que el art. 39 inc. 3 in fine –incorporado por la reforma constitucional de 1994- se encontraba vigente al momento de dictarse las resoluciones impugnadas. Indicó que el artículo consagra un principio destinado a quienes están encargados de aplicar e interpretar el derecho, determinando que en caso de duda -en materia de seguridad social- regirá el principio de "interpretación a favor del trabajador". Citó doctrina de la SCBA, en cuanto al deber de soslayar cualquier interpretación "desfavorable" a la situación en la que se encuentran los destinatarios de la seguridad social (causas B. 54.789, "Levitán", res. del 21XI1995; B. 58.854, "Cal Herbetz", sent. del 16VIII2000; "Pellegrini").

Expresó que la CSJN en virtud de la finalidad tuitiva de la materia previsional, entendió que la falta de aportes en tiempo oportuno no constituye una valla absoluta para acceder a los beneficios previsionales, imponiéndose dar preferencia a las soluciones legales que brinden al afiliado facilidades para poder dar cumplimiento a la obligación de ingresar al régimen de los aportes adeudados (citó el fallo J34.XXI, 31XII1987, “Juárez”).

Con cita en el fallo SCBA B. 60.484, “Giménez de Alvarez, María Beatriz contra Caja de Previsión Social para Profesionales de la Ingeniería de la Provincia de Buenos Aires. Demanda contencioso administrativa”, consideró que era claro que quien no saldó en tiempo oportuno los aportes de ley, debe sufrir recargos y multas, y en su caso privación del cómputo de los servicios en cuestión, pero que de las normas aludidas no podía razonablemente extraerse que la falta de abono oportuno haga perder todo derecho a una prestación previsional. La falta de aportes, agregó, no constituye impedimento para el beneficio pretendido de acuerdo a la SCBA (citó causa B. 49.800 cit. y sus citas).

En consecuencia, dispuso que las resoluciones nº 127/98, 3036/06 y 375/08 resultaban nulas, en tanto la deuda por aportes notariales no constituye un obstáculo para el goce del beneficio jubilatorio.

Transcribió fragmentos del voto del Dr. Hugo Jorge Echarri de la causa CCASM, nº 1095/07, "Ciolli”, del 25/6/08.
f) Que la jubilación ordinaria debía computarse desde el 3/1/07, fecha del pedido.

Al respecto, transcribió el art. 40 de la ley 6983 y expresó que toda vez que el Notario no se encontraba en actividad, la jubilación ordinaria debía computarse desde la fecha del pedido.

g) Que lo referido al cobro de la deuda debe ser pedido al juez en donde tramita la ejecución de la deuda.

Aclaró que lo resuelto en estos actuados no significa que el actor no deba hacerse cargo de la deuda que mantiene con la demandada. Indicó que la deuda se encuentra en ejecución por vía de apremio ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial nº 7 de la Plata de acuerdo a las constancias de autos. 

Concluyo con que el criterio de la accionada para el recupero de aportes no efectuados se vislumbra en el alegato presentado a fs. 116/120, y que el mismo, junto con otras alternativas de cobro, deberán ser peticionados ante el juez donde tramita la ejecución de la deuda.

h) Que las costas se deben distribuir en el orden causado. 

Ello, por no configurarse los supuestos contemplados en el inc. 2 del art. 51 del CCA

II.- Contra dicho pronunciamiento, a fs. 156/164, la Caja de Previsión Social para Escribanos de la Pcia. de Bs. As. interpuso recurso de apelación agraviándose en cuanto la sentencia anuló las resoluciones impugnadas y la condenó a hacer efectiva la jubilación ordinaria con retroactividad al día 3/1/07, sin compensar la deuda de aportes.

Expuso que el fallo lesiona gravemente el derecho de propiedad de la Caja, desaplica las normas que regulan las relaciones entre ésta y sus afiliados –ley 6983 y su reglamentación- y contraría los precedentes de la CSJN y de la SCJBA.

Dijo que al anular las resoluciones y no mandar siquiera a compensar la deuda, además de afectar el patrimonio de la Caja y desconocer la normativa aplicable y su reglamentación, se pone en vilo todo el sistema previsional de las cajas de profesionales. Explicó que el perjuicio de la Caja no era menor, ya que no recibe subsidios por parte del Estado.

Consideró que la medida ocasionaba una evidente desigualdad con el resto de los afiliados de la Caja quienes mediante la regularización de sus aportes colaboran con el financiamiento y sostenimiento del sistema. 

Afirmó que la sentencia provoca un quiebre en la relación “aporte-beneficio”, base del sistema de seguridad social sustentado en el principio de solidaridad con equidad.

Planteó que el fallo no es una derivación de las normas vigentes y que, al imponer el pago de la prestación con retroactividad y cercenar la posibilidad de cobro de su acreencia por compensación, era arbitrario y consagraba la desigualdad, violando el principio de interdependencia y reciprocidad de las obligaciones.

En un capítulo del recurso titulado “denuncia la normativa violada” dijo: 

a. Que la sentencia desconocía la potestad reglamentaria de la Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Pcia. de Bs. As. Así, expuso que el art. 40 de la Constitución Provincial reconoció la existencia de Cajas y Sistemas de Seguridad Social de Profesionales y que la ley 6983 creó la Caja de Escribanos y otorgó facultades a sus órganos para cumplimentar cabalmente el fin esencial de su creación. 

Reconoció que la ley no preveía a las deudas de aportes como un impedimento para la efectivización de la jubilación, pero el Consejo Directivo en virtud de las facultades conferidas por los arts. 10, 28 y 57 in fine se ocupó de la situación.

Transcribió los arts. 100 inc. 14 de la ley 9020 y 10 y 57 in fine de la ley 6983. Explicó que el legislador, a sabiendas que nadie mejor que el propio notario para conocer sus necesidades y realidades actuales de los afiliados, y las posibilidades financieras y de gestión, dejó en cabeza de sus autoridades la potestad de dictar la reglamentación. 

Adujo que por ello se dictó la Res. 127/98 que imponía la cancelación de la deuda para poder gozar del beneficio jubilatoria y la Res. 207/03 que modificó la situación y fijó una serie de recaudos para efectivizar la jubilación con retroactividad a la fecha del cese, sin necesidad de que se cancele previamente la totalidad de la deuda.

Expresó que la Res. 207/03 vino a compatibilizar el interés del afiliado moroso y el interés general del subsistema de la Caja, enmarcándose en línea con la CS y la SCBA en cuanto prioriza soluciones legales que brinden al afiliado moroso facilidades para el ingreso de las cargas aportativas incumplidas. Fue por tales resoluciones que el Comité Ejecutivo denegó la efectivización de la petición y el Consejo Directivo lo confirmó. En consecuencia, encontró un déficit en la sentencia por no haber tratado la Res. 207/03.

b. que se violentaron los arts. 3, 10 y 28 de la ley 6983 – 12172 – y el art. 818 del C. Civil.

Dijo que el fallo vulnera el principio de la solidaridad con equidad, base de cualquier sistema de seguridad social sustentado en la relación aporte-beneficio. Transcribió el art. 3 y destacó el rol sustancial del aporte en el financiamiento del sistema señalando que el patrimonio de la caja se compone –principalmente- por los aportes personales de sus afiliados.

Obligar a la caja al pago de la prestación y permitir el desentendimiento de la deuda es un fomento de conductas desaprensivas y pone en vilo a todo el sistema previsional. 

Indicó que el art. 28 de la ley 6983 no determina límite alguno a la retención o el embargo al que puede ser sometido el haber jubilatorio por deudas con la Caja, por lo cual no resultará posible recurrir a normas de extraña jurisdicción para imponer un tope.

Transcribió el art. 818 del C. Civil y criticó que la sentencia no permita la compensación, tildando la decisión de arbitraria por carecer de fundamentos legales.

Con cita en fallos de la SCBA (B60683 del 9/5/07, B62750 del 16/8/06, B57604 del 24/5/06, B61280 del 22/8/07) dijo que la sentencia se apartó de la doctrina del tribunal superior que dispone que al mandar a abonar retroactivamente beneficios previsionales a quienes mantienen deudas por aportes debe practicarse la compensación hasta el monto de la que resulte menor.

Denunció irrazonabilidad en el fallo y planteó la presencia de gravedad institucional, pues el acogimiento de la demanda y la anulación de las resoluciones de la Caja socaban las bases del sistema de sustentación económica financiera. Expuso que ordenar el pago retroactivo del beneficio y mandar a la Caja a perseguir la deuda en el otro proceso luce irrazonable y compromete la subsistencia del sistema.

Encontró desacertada la cita del precedente “Ciolli”, en tanto las diferencias fácticas no lo tornan aplicable. Al respecto, destacó que en aquel precedente la escribana estaba en situación falencial y el desapoderamiento por la quiebra impedía hacer el pago a la Caja.

Como colofón, transcribió fragmentos de determinada jurisprudencia (CSJN, “Sánchez Marcelino”, del 21/8/73; CCALP, “Grattone” del 26/2/08, CCLP 107515, del 8/3/07).

III.- A fs. 166/173 la parte actora contestó los agravios expuestos solicitando el rechazo del recurso, con costas.

En lo sustancial, adujo que –en cuanto a las invocadas potestades reglamentarias de la Caja- la ley 6983 no confiere facultades a la Caja para la reglamentación. Dijo que la ley no necesita reglamentación alguna pues el art. 76 señala que entrará en vigencia a los 45 días de promulgada. En todo caso, afirmó que era el poder ejecutivo quien debía reglamentar y no la Caja. Consideró que los reglamentos deben adaptarse a la norma legal y no crear otras condiciones o requisitos fuera de ella. Planteó la deserción del recurso.

Resaltó que en la apelación la Caja reconoció que la ley 6983 no preveía la causal de deuda de aportes como impedimento para la efectivización de la jubilación ordinaria. Expuso que al pedir la jubilación y al iniciar la demanda contaba con todos los requisitos impuestos por la ley para acceder a su jubilación. Y que cuando el legislador consideró que había que incorporar otro requisito sancionó la ley 13918, inaplicable a la cuestión de marras.

En cuanto a la queja por la retroactividad del reconocimiento, dijo que la recurrente se limita a disconformarse con el fallo, sin criticar concretamente y razonadamente el fallo. 

Asimismo, dijo que la Caja pretende apropiarse de fondos que no le pertenecen. Adujo que la jubilación la pidió el 3/1/07 ante la Caja, momento en que cumplía con todos los requisitos impuestos por la ley, sin que resulte aplicable la ley 13918 en virtud del art. 3 del C. Civil.

En relación a la compensación, planteó que el agravio no podía ser atendido por la falta de contestación de la demanda en tiempo oportuno y las consecuencias del principio de la preclusión. Tal defensa, explicó, no podía ser introducida en el alegato como se pretende.

Finalmente transcribió fragmentos del voto del Dr. Echarri en la causa “Ciolli Olivari” y de la sentencia de primera instancia del caso “Grattone”, del 25/2/05.

IV.- A fs. 178/178vta. el Colegio de Escribanos de la Pcia. de Bs. As. adhirió a la apelación interpuesta por la Caja de Previsión Social para Escribanos de la Pcia. de Bs. As.

V.- A fs. 179 el juez a quo elevó las actuaciones a esta Cámara, siendo recibidas a 179vta., y pasada para resolver a fs. 180.

VI.- A fs. 181/182 se efectuó el examen de admisibilidad de los recursos de apelación interpuestos por los co-demandados, siendo los mismos concedidos con efecto suspensivo y llamando autos para sentencia.

C U E S T I O N 

El tribunal estableció la siguiente cuestión:

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

A la cuestión planteada la Señora Jueza Ana María Bezzi dijo:

1) En las actuaciones administrativas caratuladas “Del Campo Benegas Amancio Alfredo Crisologo s/ Jubilación Ordinaria”, nº 000095-250/2007, surge –en lo que importa para la resolución del caso- que: 

a. El 15/4/96 el actor fue suspendido preventivamente en el ejercicio de su profesión de Notario como titular del Registro de Escrituras Públicas Nº 15 de San Isidro (fs. 3).

b. El día 20/11/06 el actor fue destituido de su cargo como titular del Registro de Escrituras Públicas Nº 15 de San Isidro (fs. 16/22).

c. El día 3/1/07 el actor solicitó se le conceda la jubilación (fs. 1vta.).

d. El día 13/2/07 la Jefa de Seguridad Social de la Caja de Seguridad Social, C.P.N. María Laura Caselino, adjuntó un detalle de aportes jubilatorios del actor (fs. 24/26) e informó (fs. 27) que: la primera escritura como Adscripto al Reg. 335 de La Plata data del día 15/11/62, sin registrar años computables a los fines jubilatorios hasta el año 1996 inclusive; que no registra deudas vencidas e impagas con origen en aportes por cargos jubilatorios y por cargos de atención  de la salud; que los déficits informados han sido cancelados por pagos o excedentes previos; que el día 16/4/96 el Juzgado Notarial suspendió preventivamente en el ejercicio de la profesión al actor y que el día 20/11/06 fue destituido.

e. El día 15/2/07, la Jefa de Prestamos y Turismo de la Caja de Seguridad Social informó que el actor no registra prestamos vigentes (fs. 28).

f. El día 20/2/07 el Jefe de Control de Aportes de la mentada Caja, informó que el actor registra una deuda por Inspección de aportes notariales que actualizada al día del informe asciende a la suma de $397352,84. Aclaró que al respecto se inició un juicio de apremio que tramita ante el Juzgado Civil y Comercial Nº 7 (fs. 30).

g. El día 22/2/07 se adjuntó un informe del Inspector actuante remitido por la Juzgado Notarial, sobre el Registro de Escrituras Públicas Nº 15 de San Isidro (fs. 31/32).

h. A fs. 33 luce –indicando la fecha 22/2/07, pero sin firma- cómputo de servicio que arroja 33 años, 4 meses y 10 días de servicios notariales con aportes. 

i. El día 15/3/07 la Asesoría Legal dispuso que, previo a dictaminar, debía dársele traslado al actor de los recaudos exigidos por la Res. 207/03 para la efectivización del beneficio jubilatorio. En consecuencia, se libró carta documento al actor informándole que registra deuda en concepto de inspección de aportes y que de acuerdo a la Res. 207/03 “…se efectivizará la jubilación ordinaria con retroactividad a la fecha en que se notifique la aceptación de la renuncia al cargo únicamente cuando su cumplan los se cumplan los siguientes requisitos: a) Haber cubierto y/o abonado en termino el cargo mínimo de aportes al fondo de jubilaciones y subsidios y prestaciones asistenciales como mínimo durante 30 (treinta) años.- b) Suscribir un convenio con la Caja de Seguridad Social por medio del cual se compense el crédito devengado hasta la fecha del convenio con la deuda registrada, hasta el monto menor, y respecto del saldo se autorice la afectación del 70% (setenta por ciento) de los haberes a devengarse con posterioridad al convenio, hasta la cancelación total de la deuda. Asimismo, el pago de este saldo deberá garantizarse mediante la constitución de hipoteca de primera grado de privilegio a favor de la Caja de Seguridad Social. El convenio deberá prever la suspensión de plazos procesales, allanamiento, trabas o mantenimiento de medidas cautelares, homologación y demás recaudos procesales. Suscripto el convenio, se restablecerá a solicitud del beneficiario la cobertura al sistema de Atención de la Salud a su cónyuge o conviviente (que cumpla con las condiciones establecidas por el Consejo Directivo) como afiliado adherente, abonando la cuota que le corresponda a esa categoría durante el plazo de vigencia del convenio.” (el énfasis pertenece al original, fs. 38).  

j. El día 18/9/07 el actor dijo “…no tengo ninguna posibilidad de garantizar con hipoteca lo que actualmente adeudo al Colegio” (fs. 39). En lo sustancial, expuso que la deuda deriva de una estafa que le hizo su hijo; que intentó pagar una parte de lo adeudado apersonándose al Colegio con la suma de $70.000 pero que no se le recibió el dinero; que cuenta con 71 años de edad y que hace once años que sufre depresión por haber finalizado su profesión con diez años de suspensión y destituido, perdiendo la profesión y la jubilación; que a la fecha de la suspensión ya contaba con excedente de aportes del 25% para recibir la jubilación. Concluyó solicitando que “…se me conceda la jubilación en la forma más justa posible” (fs. 39/41).

k. A fs. 42 –indicando la fecha 26/9/07, pero sin firma- surgen los rubros de la liquidación de haberes jubilatorios, consignándose “Bonificación por exceso de edad: (25%). Bonificación por exceso de servicios: (15%). Bonificación por exceso de aportes: (25%). Bonificación años genuinos notariales: (20%)”

l. El 12/10/07 se dispuso anoticiar al actor que –por no ajustarse lo solicitado a lo dispuesto en la normativa vigente- se daría tramite especial al pedido, lo que demoraría la respuesta (fs. 46).

ll. El 6/11/07 la Asesoría Legal dictaminó que –habiendo rechazado el actor la aplicación de la Res. 207/03- no podía hacerse efectivo el goce del beneficio jubilatorio hasta el previo pago de la deuda (fs. 48/51).

Sustancialmente, consideró que si bien la ley 6983 no prevé que la deuda de aportes produzca la pérdida del derecho jubilatorio, el Consejo Directivo en uso de las facultades del art. 10 de la ley trató la cuestión mediante las Res. N° 127/98 y 207/03. Mientras la primera imponía la previa cancelación de la deuda para poder gozar del beneficio, la segunda fijó una serie de recaudos para poder efectivizar la jubilación con retroactividad a la fecha del cese sin necesidad de que se cancele previamente la deuda.

Mencionó que ya ha sido cuestionada con anterioridad la facultad de la Caja de impedir el goce del beneficio previsional en base a su reglamentación y dijo que ingresaría al análisis de la cuestión.

Previa cita de jurisprudencia, entendió que era doctrina judicial consolidada que la deuda de aportes no ingresados no produce la pérdida del derecho jubilatorio del afiliado moroso, ante el carácter irrenunciable de los derechos previsionales. No obstante, dijo que la Corte Nacional (citó fallos 295:272) hizo una distinción entre el derecho al beneficio previsional y el derecho a su goce, por lo que debía compatibilizarse el interés individual del afiliado moroso con el general de la Caja.

Dijo que es la ley la que debe proporcionar la solución más justa y favorable y que, en el caso, el legislador dejó en cabeza de sus autoridades la potestad de dictar la reglamentación interna a la cual habrá de ceñirse la realización de los más altos fines de la Caja (citó el art. 10 de la ley). Expresó que en ese marco se dictó la Res. 207/03 con el objetivo de encaminar y solucionar el problema de los afiliados con deudas de aportes no ingresados o cargos de salud por períodos no prescriptos, permitiendo la efectivización del beneficio jubilatorio mediante el cumplimiento de una serie de requisitos. Esta norma que, entendió que era superadora de la Res. 127/98, posibilita a los afiliados con deuda que mediante la suscripción de un convenio, puedan compensar las sumas devengadas desde la fecha de aceptación de la renuncia con la deuda registrada y, respecto del saldo, y hasta la cancelación total de aquella, la afectación del 70% del monto del beneficio que se otorgue; asimismo, prevé que el saldo se garantice con garantía hipotecaria de 1° grado.

Indicó que la Res. 207/03 está conteste con la doctrina judicial que impone dar preferencia a las soluciones legales que brinden al afiliado facilidades para poder dar cumplimiento a la obligación de ingresar al régimen de los aportes adeudados.

Explicó que el patrimonio de la Caja se compone –sustancialmente- de los aportes de los afiliados y de los terceros que están obligados a contribuir, y aclaró que la Caja no recibe subsidios estatales. Observó evidente el rol sustancial del aporte y dijo que la relación aporte –beneficio constituye la base de cualquier sistema de seguridad social con equidad, por lo que la deuda de aportes debe resultar un valladar para posibilitar sin más el goce de la prestación.

Destacó que la deuda por inspección de aportes notariales asciende –actualizada al 20/2/07- a $397352,84 y que fue reclamada por vía de apremio judicial habiéndose obtenido sentencia favorable.

Siendo que el notario manifiesta no tener posibilidades de garantizar con hipoteca la deuda mantenida con la Caja, cuestiona los orígenes de la misma y reitera su pedido de que se le conceda la jubilación en la forma más justa posible, y en tanto las Resoluciones de la Caja resultan un ejercicio de las facultades reglamentarias instituidas por ley, no podrá hacerse efectivo el goce del beneficio. Deberá posponerse la percepción del haber al previo pago de la deuda.

m. El día 23/11/07 la Comisión de Jubil. y Subs. aconsejó adherir al dictamen (fs. 52).

n. El día 13/12/07 el Jefe de Control de Aportes informó –en cuanto a los exps. 43/96 y 156/96- que la deuda actualizada asciende a $420.147,16 y que deberían adicionarse los gastos judiciales y honorarios del juicio de apremio. También indicó que el exp. 478 comprendía observaciones que se encontraban prescriptas (fs. 53).

ñ. El día 27/12/07 la Dra. Mariana López –quien sería apoderada de la Caja en el juicio de apremio (cfm. fs. 53)- presentó liquidación referida al juicio de apremios que contempla capital e intereses (al 14/12/07 son $420147,16), gastos, honorarios, aportes, tasa y sobre tasa de justicia (fs. 54/55).

o. El día 13/12/07 el Comité Ejecutivo del Colegio de Escribanos de la Pcia. de Bs. As. dictó la Res. 3036/07 decidiendo denegar la solicitud de efectivización del beneficio de Jubilación Ordinaria efectuada hasta tanto se registre la cancelación de las deudas mantenidas con la Caja en concepto de aportes notariales, gastos judiciales y honorarios de los profesionales intervinientes, de acuerdo a la ley 6983, art. 17 del Reglamento de Subsidios vigente a la fecha del cese, Res. 127/98 y 207/03 del Consejo Directivo y 1817/99 del Comité Ejecutivo.

Para así resolver se consideró –en lo sustancial-: la deuda de $420147,17 por inspección de aportes notariales reclamada mediante apremio judicial; la Res. 207/03 y la imposibilidad del notario de acogerse a sus beneficios ante la inexistencia de bienes inmuebles para ofrecer en garantía de la deuda; los dictámenes realizados; que la existencia de deuda por aportes no ingresados no produce la pérdida del derecho pero que la Corte distinguió entre el derecho y el goce, pudiendo éste ser postergado; que la Res. 207/03 trata de brindar una solución a la situación de los afiliados con deudas.

p. El día 12/2/08 el actor interpuso recurso de reconsideración (fs. 66/70). Afirmó que los requisitos que la ley impone para poder jubilarse son haber prestado servicios durante 30 años, contar con 65 años de edad y haber efectuado aportes por 30 años, indicando que todos ellos se encuentran cumplidos. Desconoció la existencia de una norma reglamentaria y planteó que el Consejo Directivo no posee facultades para reglamentar la ley, pues la misma corresponde al Poder Ejecutivo. Señaló que se le está imponiendo una condición que no surge de la ley y observó la presencia de un enriquecimiento sin causa por parte de la Caja. Planteó que se debería conceder la jubilación y solicitar el embargo del monto en el juicio de apremio en la proporción que por ley corresponda. Dijo desconocer el período adeudado, el monto por capital y el monto por intereses ya que en la liquidación se menciona sólo un monto global.

q. El día 8/5/08 la Secretaria de Asuntos Previsionales aconsejó confirmar la resolución recurrida y denegar la efectivización del beneficio hasta tanto se registre la cancelación de las deudas (fs. 73). Asimismo, el día 22/5/08 el Comité Ejecutivo aconsejó ratificar la resolución recurrida (fs. 74/74vta).

r. El día 20/6/08 el Consejo Directivo dictó la Res. 375/08 resolviendo confirmar lo dispuesto por el Comité Ejecutivo mediante Res. 3036/07, denegando la efectivización de la jubilación ordinaria hasta tanto se registre la cancelación de las deudas en concepto de Inspección de aportes notariales, gastos judiciales y honorarios de los profesionales intervinientes, de acuerdo a la ley 6983 –reformada por ley 12172-, art. 17 del Reglamento de Subsidios vigente a la fecha del cese, Res. 127/98 y 207/03 del Consejo Directivo y 1817/99 del Comité Ejecutivo.

Para así resolver se consideró –en lo sustancial-: que la Res. 3036/07 denegó la efectivización hasta que se cancele la deuda por inspección de aportes notariales, gastos judiciales y honorarios; y que se interpuso recurso de reconsideración y que los dictámenes aconsejan confirmar dicha resolución, destacando que no se deniega el beneficio sino que se posterga la efectivización hasta el pago de la deuda.

2) Sentado ello, en forma preliminar, resulta menester destacar que durante el trámite del presente proceso, iniciado el día 17/10/08 (fs. 36), se dictó la ley 13.918 (B.O. N° 26047: 13/1/09) que introdujo substanciales modificaciones en la regulación del tema sometido a conocimiento de este Tribunal. En tal sentido, modificó el art. 35 de la ley 6983 agregando como requisito para la concesión de la jubilación ordinaria la carencia de deudas exigibles con la Caja a la fecha del otorgamiento del beneficio, y especificó que en caso de existir deuda en el pago de los aportes el goce de las prestaciones se producirá a partir de la fecha de regularización de la misma (art. 1 de la ley 13918).

Sin embargo, el mencionado cuerpo normativo no rige en la especie –tal como fuera resuelto por el a quo y consentido por las partes-, atento el principio consagrado en materia previsional que prescribe la aplicación de la ley vigente al tiempo de producirse el hecho generador del beneficio a los fines de la dilucidación del derecho y su determinación; resultando, de ello, que la protección a los derechos adquiridos bajo la vigencia de otras leyes implica la preservación tanto del derecho al beneficio como de sus efectos patrimoniales ya consumados (cfm. doctrina SCBA, causa B. 61.280, "B.  d.F. , L. y ot. contra Caja de Seguridad Social para Veterinarios de la Provincia de Buenos Aires. Demanda contencioso administrativo", del 22/8/07, entre otros). 

3) Efectuada la aclaración, señalaré que el artículo 35 –texto según ley 12172- de la ley 6983 vigente al producirse el hecho generador (cese en la actividad, cfm. SCBA causas B. 60.882, "D'Angelo", sent. del 6-VI-2007; B. 61.170, "Viollaz", sent. del 19-IX-2007; entre otras), dispone que: "La jubilación ordinaria es voluntaria y se concederá, a su pedido a los afiliados que hubieren prestado treinta (30) años de servicio y cumplido sesenta y cinco (65) años de edad". En el caso, las partes están contestes en cuanto al cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley 6983 para que el accionante pueda acceder a la jubilación ordinaria (cfm. fs. 24/25, 32/33 y 44 de las actuaciones administrativas, arts. 35, 36 y 40 de la ley 6983 –texto según ley 12172-, y sentencia de fs. 144/149vta. no apelada en tal aspecto).

Adelanto que el recurso de la accionada no prosperará, en tanto observo que el diferimiento de la efectivización de la prestación previsional a la previa cancelación de la deuda mantenida con la Caja conlleva un apartamiento del régimen jurídico aplicable.

4) Previo a desarrollar las razones de la solución adelantada, cabe hacer las siguientes consideraciones en relación al precedente Nº 1095/07, "CIOLLI OLIVARI LEONOR VELIA C/ CAJA DE PREVISION SOCIAL DE ESCRIBANOS Y OTRO/A S/ PROCESO SUMARIO DE ILEGITIMIDAD", del 25/6/08, mencionado por el a quo en su sentencia y citado por las partes. En la mencionada sentencia, adherí al voto de mi distinguido Colega Saulquin declarando la nulidad del diferimiento del otorgamiento del beneficio –que había sido dispuesto hasta el saldo de la deuda mediante la aplicación de las res. administrativas Nº  127/98, 1817/99 y 207/03-, reconociendo el derecho de la jubilación ordinaria de la actora.

Al decidir, si bien se advirtió que en el caso el diferimiento del efectivo otorgamiento de la jubilación ordinaria –hasta la cancelación de la deuda- no nacía de ley 6983, sino de reglamentaciones dictadas por la propia accionada (ver considerando 5° de la citada decisión), no fue necesario avanzar en el análisis de éste aspecto ya que, para el caso de la escribana Ciolli, tal diferimiento importaba irrazonabilidad manifiesta por traducirse en una denegatoria. Ello, en tanto la manda de abonar la deuda previo al otorgamiento era imposible de cumplir por la escribana al haber sido declarada en quiebra y desapoderada de sus bienes. La aplicación mecánica de dichas resoluciones –se indicó- conducían a la frustración de un derecho de raigambre constitucional, desconociendo la finalidad tuitiva propia de la materia previsional y la naturaleza eminentemente alimentaria de la prestación.

En consecuencia, se reconoció el derecho a la jubilación ordinaria y se indicó a la accionada que sus planteamientos referentes a la deuda deberían realizarse ante la quiebra, en donde había verificado su crédito. El fallo fue confirmado por la S.C.B.A. (causa A. 69.898, del 9/9/09).

Ahora bien, los argumentos impugnatorios y las circunstancias fácticas del presente caso -en especial, el hecho de que el aquí actor no fue declarado en quiebra- requieren el estudio que sigue sobre las resoluciones administrativas en base a las cuales se difirió la efectivización de la jubilación hasta la cancelación de la deuda.

5) En primer lugar, cabe recordar que conforme lo ha ponderado la Corte Suprema de Justicia de la Nación -en miras a la finalidad tuitiva de la materia previsional- la falta de aportes en tiempo oportuno no constituye una valla absoluta para acceder a los beneficios previsionales. Así, el diferimiento del otorgamiento del beneficio hasta el saldo de la deuda de aportes no se exhibe –en principio- irrazonable, pues corresponde dar preferencia a las soluciones legales que brindan al afiliado facilidades para poder dar cumplimiento a la obligación de ingresar al régimen los aportes adeudados (cfm. CSJN, “Rei Rosa”, fallos 308:168, del 20/2/86, y “Juárez”, JA 1988, II, 338B, del 31/12/87 y esta Cámara en la causa “Ciolli” ya citada). 

Sin embargo, en el caso de autos, sin que la ley 6983 disponga el diferimiento de la jubilación hasta el íntegro pago de la deuda que poseía el actor, la Caja demandada pospuso la efectivización del beneficio. 

Ello, pese a que el Sr. Del Campo Benegas contaba al momento del pedido administrativo con la edad y los años de servicios y de aportes fijados en la normativa, cumplimentando de tal modo los requisitos establecidos en la ley 6983 para el acceso a la jubilación ordinaria (cfm. fs. 24/25, 32/33 y 44 de las actuaciones administrativas, arts. 35, 36 y 40 de la ley 6983 –texto según ley 12172-, y sentencia de fs. 144/149vta. no apelada en tal aspecto).

Bajo dichos parámetros, encuentro que el diferimiento dispuesto a la previa regularización de la deuda (Resoluciones del Comité Ejecutivo del Colegio de Escribanos de la Pcia. de Bs. As. n°  3036/07  y del Consejo Directivo n° 375/08) resulta arbitrario pues no es aquél un requisito previsto por la ley aplicable.

La reglamentación efectuada mediante las Res. 127/98 y 1817/99 no encuentra soporte en la normativa a la cual refiere y supone la modificación de la ley mediante una norma de rango inferior, por lo que cabe declarar la nulidad del requisito que sumó a los fijados en la ley 6983. La circunstancia de que dicho requisito no surge de la ley 6983 –en su texto aplicable al caso- surge incuestionable a partir de la sanción de la ley 13.918 cuya finalidad fue precisamente imponerlo.

Todo lo hasta aquí expuesto, conforme lo dispone el art. 39 inc. 3 de la Constitución Provincial que encuentro aplicable al caso, de modo concordante al señalado por el juez a quo, ya que en materia de seguridad social, para el caso de duda, rige el principio de interpretación a favor del trabajador. 

En definitiva, las Res. N° 3036/07 del Comité Ejecutivo y n° 375/08 del Consejo Directivo no resultan ajustadas a derecho, pues se apartan de lo establecido por el art. 35 de la ley 6983 (texto según ley 12.172), por lo que corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto y confirmar la sentencia apelada en cuanto reconoció el derecho del actor a percibir los haberes previsionales desde el día 3/1/07, fecha de la presentación de la solicitud obrante a fs. 1 del expte. adm., momento en el que ya había cesado su actividad (cfm. art. 40 de la ley 6983).
6) Por lo demás, este es el temperamento adoptado por la SCBA –caso B64764 “A. H. H. c/ Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Provincia de Buenos Aires s/ Demanda Contencioso Administrativa”, del 26/10/10-, en el que consideró que “… la decisión adoptada por la Caja importa una sanción en perjuicio del afiliado moroso, toda vez que a pesar de reconocer que aquel reúne los requisitos de edad y años de servicio necesarios para obtener el beneficio de jubilación ordinaria (art. 2°, res. 2231/02), lo restringe a la previa regularización de la deuda mantenida con la entidad previsional (art. 3°, res. cit.). Entonces, si el precepto aplicable no prevé expresamente esa consecuencia frente al retraso en el pago de aportes, resulta infundada la decisión que desestimó el reclamo del actor con ese fundamento. Toda vez que, conforme lo reiterara este Tribunal al conceder la medida cautelar de autos, una sanción de tamaña gravedad no puede ser adoptada si no surge claramente del texto normativo, circunstancia que se vivifica en el régimen jurídico aplicable en el sub examine, tanto en su texto original ​ley 6983- como en su modificación ulterior por ley 12.172”. 

Y que “En la labor interpretativa deben privar los fines tuitivos propios de la materia, de manera que el sentido que se asigne a las leyes previsionales no conduzca a desnaturalizarlos o a la pérdida o desconocimiento de derechos (conf. causas B. 55.768, "Hermoso", sent. del 5-IV-2000; B. 60.246, "Mansilla de Rapagnini", sent. del 9-V-2001 y B. 61.636, "Efrón", sent. del 9-X-2003; B. 60.742, "Bufalo", sent. del 21-XI-2007; entre muchos otros)”
Finalmente que: “cabe advertir que tanto el Consejo Directivo como el Comité Ejecutivo al establecer, el primero, que "(...) las deudas globales surgidas de inspección , deben ser satisfechas antes de la concesión del beneficio (...)" (pto. 3, res. 127/99) y, el segundo, que "en caso de determinarse sumas adeudadas, estas deberán saldarse previamente al cobro de cualquier importe que deba abonar la Caja de Seguridad Social" (pto. 4, res. 1817/98), se excedieron en el ejercicio de las facultades conferidas legalmente. Ello así, desde que han añadido un nuevo requisito para obtener el beneficio de jubilación ordinaria. Pues además de la edad y los años de servicios profesionales legalmente contemplados se exige la previa cancelación de las deudas que pudieran registrase con la Caja previsional. Esto equivale a una modificación del texto de la ley a través de una norma de rango inferior y, por tanto, constituye procedimiento inadmisible y que torna sin valor aquella reglamentación (arts. 25, 44, 57, 103 inc. 11, 144 inc. 2, Const. prov.; doc. causas B. 59.566, "Masciovecchio", sent. del 24-X-2001; B. 60.703, "Francesio", sent. del 22-X-2003; entre otras).” 

El citado fallo constituye la doctrina legal vigente sobre el tema (arts. 278 y 279 del CPCC y 60 del CCA).

7) Finalmente, el agravio dirigido a cuestionar que el juez a quo no mandó a compensar la deuda que el actor mantiene con la Caja no puede tener acogida favorable.

Repárese en que la parte demandada pretende imputar –planteándolo recién en el recurso de apelación interpuesto- la referida deuda del accionante a la suma que en concepto de haberes previsionales perciba como consecuencia de su derecho jubilatorio.

En tal contexto, el recurrente no logra conmover la solución indicada por el juez a quo, ya que la mentada compensación no fue invocada por su parte y, en consecuencia, no fue materia de debate. Pese al carácter litigioso del quantum de la deuda del actor, pretende introducir la cuestión en esta instancia recursiva omitiendo ponderar que este Tribunal no puede fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del Juez de primera instancia (arts. 266 y 272 del CPCC).

La SCBA ha señalado que “El principio de congruencia establecido por el art. 163 inc. 6° y reiterado por el art. 272 del Código Procesal, se vincula con la forma en que los órganos jurisdiccionales deben resolver las cuestiones sometidas a su decisión, teniendo en cuenta los términos en que quedó articulada la relación procesal. Porque reconocer y acordar a una de las partes derechos no debatidos ciertamente es incompatible con la garantía constitucional de la defensa.” (SCBA, Ac 69113 S 21-11-2001, Martín, Liliana c/ Da Bove, Miguel s/ Resolución de contrato. Cobro de pesos. Daños y perjuicios).

Sentado ello, cabe destacar que pese al énfasis que el accionado coloca en su recurso en relación a la Res. 203/07 –que sustancialmente imponía la firma de un convenio en el que se compensen los créditos y se garantice el saldo mediante hipoteca-, el Consejo Directivo denegó finalmente la jubilación a través de la Res. n° 375/08, sin considerar que se había configurado la compensación. Fue aplicando las Res. 127 y 1817 que resolvió posponer el otorgamiento del beneficio solicitado hasta la previa cancelación de la deuda tramitada mediante el juicio de apremio.

Por su parte, la presente litis quedó limitada a determinar si la presencia de la mentada deuda, no obstante cumplir con los requisitos legales para acceder a la jubilación ordinaria, puede provocar el mencionado diferimiento. Ello, de acuerdo al temperamento seguido por las partes y al trámite dado al proceso por el juez a quo. En tal sentido, mientras el actor cuestionó el quantum de la deuda que surge de las actuaciones administrativas –dijo desconocer cuales son los períodos adeudados y los intereses reclamados, debatiendo la liquidación obrante a fs. 54 del expediente administrativo nº 95-250/2007 (cfm. fs. 69vta. del exp. adm. y 33vta. y 51 de la demanda), el juez desestimó la discusión sobre dicho aspecto (lo que ambas partes consintieron), y el demandado no contestó demanda en plazo –momento en que pudo haber alegado la compensación y no lo hizo-, ni adjuntó elementos para efectivizarla (vgr. copias de la invocada sentencia de apremio y de su liquidación).

En consecuencia, resulta ajena al tratamiento de la presente el quantum de la deuda del actor y la forma en que se efectivizará su pago, debiendo confirmarse la sentencia apelada en cuanto no dispuso –de oficio- la compensación ahora pedida. 

En relación a la posibilidad de que el juez declare de oficio la compensación, la Jurisprudencia ha dicho que “Si bien la compensación produce el efecto extintivo que le es propio de pleno derecho, ese efecto ipso iure apunta a la fecha de extinción de los créditos por la sola coexistencia de éstos, por lo que, para que una deuda se tenga por extinguida por compensación, ésta debe ser alegada y probada por el deudor, sin que el juez pueda decretarla de oficio.” (el subrayado es propio, C. Nac. Com.,  sala C, Cappareli, Aldo  v. Hospital Alemán, del 18/11/2005).

En el mismo sentido, la doctrina ha considerado que “La compensación legal produce de pleno derecho efectos extintivos, en la medida que alcance a la obligación menor. De pleno derecho significa sin intervención de ningún órgano jurisdiccional, e implica que los efectos extintivos son inmediatos: se tiene por producida la compensación "desde el tiempo en que ambas (deudas) comenzaron a coexistir" (art. 818 ínfine, Cód. Civ.). Esta expresión debe entenderse referida al instante en que ambas deudas contaron con todos los requisitos que la ley exige para que la compensación sea procedente. Pero ello no obsta a que la compensación legal deba ser invocada por las partes, puesto que los jueces carecen de facultades para declararla de oficio”. (Alterini, Derecho de Obligaciones Civiles y Comerciales, Ed. Abeledo Perrot, pág. 590/591).

En definitiva, se confirma la sentencia apelada, sin perjuicio del derecho de la Caja de requerir las medidas que entienda pertinentes en el invocado juicio de apremios (art. 28 de la ley 6983).

8) Por todo lo hasta aquí expuesto propongo: 1) rechazar el recurso de apelación interpuesto y confirmar la sentencia apelada en cuanto fue materia de agravio; 2) distribuir las costas de alzada en el orden causado (art. 51 del CCA); 3) diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904). ASI VOTO. 

A la cuestión planteada los señores Jueces Jorge Augusto Saulquin y Hugo Jorge Echarri adhieren a la solución y fundamentos dados por la señora Jueza Ana María Bezzi, con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

En virtud del resultado del acuerdo que antecede, este tribunal  RESUELVE: 1) rechazar el recurso de apelación interpuesto y confirmar la sentencia apelada en cuanto fue materia de agravio; 2) distribuir las costas de alzada en el orden causado (art. 51 del CCA); 3) diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904). Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.








    ANA MARIA BEZZI

JORGE AUGUSTO SAULQUIN
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